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2. SERVICIO DE MEDIACIÓN
2.2 Análisis de las quejas gestionadas a través 
de la mediación
2.2.2 Análisis cualitativo
2.2.2.6 En materia de medio ambiente y urbanismo
En este apartado, la defensoría ha tramitado mediaciones en quejas que planteaban sobre todo asociaciones 
de vecinos en relación con problemas de mantenimiento de barriadas o enclaves en entornos rurales, 
cercanos a núcleos urbanos y que precisaban de la involucración de la administración local. Sin embargo, 
para este informe resulta muy ilustrativo destacar la queja 17/0735, que instó la alcaldesa del municipio 
de Calicasas, de la provincia de Granada,  con la cual nos trasladaba una petición de intervención de esta 
Oficina en actuación mediadora con la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir, en relación con los 
problemas derivados del desbordamiento del río Bermejo, a su paso por el citado municipio. 

Al parecer dicho desbordamiento se produjo en el invierno del año 2009-2010, lo cual podría derivarse de 
la falta un adecuado mantenimiento y limpieza del río y provocó daños a las infraestructuras municipales, 
en concreto al asfaltado y acerado de la calle que lleva por nombre calle Málaga, así como a las estructuras 
de edificios colindantes, de titularidad particular de vecinos de la localidad, que se destinan a vivienda 
habitual de varias familias. 

Según nos manifestaba la alcaldesa, se había puesto en contacto en varias ocasiones (fecha de los hechos, 
así como en 2013, 2015 y 2016  con la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir, trasladando informes 
técnicos elaborados por personal técnico del Ayuntamiento, a efectos de lograr alguna solución con esta 
entidad, si bien no había surtido efecto hasta la fecha. 

Entendemos que los hechos relatados podrían ser tratados en una reunión propiciada por esta Defensoría, 
que permitiera un diálogo fluido sobre las posibles líneas de actuación que pudieran llevarse a cabo entre 
ambas entidades, en la medida en que, respetando sus respectivos intereses, se permitiera una solución 
acordada entre ambas a las deficiencias que se habían derivado del citado desbordamiento del río y en aras 
de buscar alguna alternativa de futuro, como fórmula de consenso, que impidiera la posible reproducción 
de los hechos que habían acontecido.

Entendió la defensoría que se trataba de un conflicto que afectaba no solo a la administración local y la  
estatal, dado que la citada Confederación Hidrográfica, depende del Ministerio de Agricultura y Pesca, 
Alimentación y Medio Ambiente, sino también de la administración autonómica, en la medida en que la 
Junta de Andalucía podría tener responsabilidades y posibles soluciones al asunto.

Si bien es cierto que la defensoría no tiene competencias de intervención como supervisora de las 
actuaciones de la administración estatal, no obstante, sí se propuso una intervención de mediación a las 
tres administraciones involucradas. Todas ellas aceptaron y se celebró una única sesión de mediación, que 
tuvo lugar en la sede del Ayuntamiento de Calicasas, que cedió su salón de plenos al efecto.  

En la sesión de trabajo, la representante municipal inició la exposición de los hechos  y reiteró su desconcierto 
y cansancio ante la falta de soluciones para atender los problemas derivados de aquellos hechos, comunicados 
en su momento a la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir. Entendía el consistorio que de haber 
habido una correcta conservación del río, las lluvias no habrían provocado tales daños, que en concreto se 
habían traducido en el corrimiento de tierras bajo el asfalto y acerado, rompiéndolos así como causando 
daños estructurales a unas 28 viviendas de nueva construcción. 
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Tras ello, se produjo un debate entre las partes, acerca de las dificultades para definir qué institución era 
la competente para acometer las posibles obras de reparación y prevención de posibles nuevos daños, 
básicamente centrado en la condición de cauce urbano o rústico del río en el lugar de los hechos. 

Con la idea de superar el debate jurídico sobre las limitaciones competenciales de cada entidad, aspecto 
al que una y otra vez deseaban circunscribir las partes el debate, el Defensor centró la discusión en las 
posibilidades técnicas de resolver el problema, dejando de lado, por el momento quién y con qué recursos 
podrían llevarse a cabo. 

En ese sentido, se recordó a las partes que más allá de las competencias se hallaba la necesidad de abordar 
el fondo del asunto para garantizar y proteger los derechos controvertidos. Así el debate logró iniciarse 
sobre esta base y se enriqueció hasta el punto de generarse las siguientes propuestas: 

· Acometer la limpieza y adecentamiento del cauce del río Bermejo en su vertiente alta.

· Construcción de un muro escollera para consolidar el pie del talud y evitar el avance del meandro.

· Estabilizar el deslizamiento de la calle y bajos de las viviendas, con una pantalla de pilotes o micropilotes, 
de unos 12 metros de profundidad , para coser el círculo de fisura. 

Consensuadas las propuestas de actuación técnica adecuadas para garantizar los derechos y reponer las 
viviendas y el suelo público a su situación previa al desbordamiento del río, las partes ya habían entrado a 
discutir involucrándose en la medida de sus respectivas posibilidades. Habían cambiado el modo de pensar 
en quién era responsable para centrarse en qué podría hacerse para solventar el problema. 

Después de eso sí tocaba avanzar en una discusión que permitiera determinar la capacidad de cada 
administración para ofrecer apoyo personal y material (técnico y económico) para llevar a cabo las tres 
acciones señaladas. 

En ese sentido, las partes estaban más entregadas a la búsqueda de la solución y ello permitió que el 
Ayuntamiento ofreciera hacerse cargo de la reparación de los desperfectos ocasionados en la calle y en 
las viviendas, la Confederación Hidrográfica asumiría las dos primeras medidas, pero restaría la concreción 
de quién podría aportar recursos para la instalación de la pantalla de pilotes. 

Este último aspecto quedó inconcluso, en la medida en que el presupuesto estimado de unos treinta o 
cincuenta mil euros no podía ser atendido con los presupuestos municipales, ni con la ayuda de la Diputación 
de Granada, a quien se pensó en solicitar su apoyo. Por su parte, la Delegación territorial de Medio ambiente 
de la Junta de Andalucía encontraba dificultades para poder ajustar los costes en su programación de 
actuaciones para zonas inundables, pero se comprometió a estudiar todas las posibilidades de intervención.

En ese momento, se planteó la idoneidad de suspender la reunión de mediación para que las partes 
analizaran posibles vías de financiación para la tercera acción propuesta, y se pensó convocar de nuevo 
sesión conjunta más adelante, por lo que se dio un plazo prudencial para la próxima cita. 

Las partes comunicaron al Defensor, con posterioridad, que habían negociado una salida al asunto y que 
se había firmado un convenio de colaboración entre el consistorio y la Confederación Hidrográfica del 
Guadalquivir, que resumiría todos los pactos alcanzados en la sesión mediadora así como la asunción de 
costes que quedó pendiente de dirimir. 

Esta mediación muestra el resultado efectivo de la intervención mediadora entre tres administraciones 
territoriales. Todas ellas, lejos de enrocarse en un mero debate jurídico acerca de las competencias que 
tienen, entraron al análisis de opciones de solución que permitieran proteger los derechos de la ciudadanía. 
Además, las partes han comenzado a negociar de manera autónoma, por lo que su relación ha mejorado 
ostensiblemente, suponiendo un pilar importante para la prevención de futuros conflictos, y han resuelto 
también el asunto concreto que trajeron a la Institución. 
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